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Acción de Tutela – Niega. Confirma
Radicación Nro. :
 66001 31 09  004  2017 00087 01
Accionante:

Jhon Jairo Osorio Arana
Accionado:


COLPENSIONES
Magistrado Ponente: 

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Temas: 
PENSIÓN INVALIDEZ / NIEGA / PAGOS EFECTUADOS CON FECHA POSTERIOR A LA ESTRUCTURACIÓN /NIEGA / CONFIRMA -  De conformidad con las pruebas que obran en la foliatura, esta Colegiatura advierte que la Junta Nacional de Calificación de Invalidez le otorgó al señor Jhon Jairo Osorio Arana un porcentaje de pérdida de capacidad laboral del 61.77%  con fecha de estructuración el 18/05/2010 (Fls. 12-14); al solicitar el accionante el reconocimiento de la pensión de invalidez, COLPENSIONES negó dicha prestación mediante la Resolución GNR 69481 del 3 de marzo de 2016 por no acreditar el requisito de las 50 semanas cotizadas dentro de los tres (3) años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez, de acuerdo a lo que reposaba en su base de datos. (Fls 62-65). Por lo tanto, el señor Osorio Arana presentó recurso de apelación que fue resuelto mediante la resolución SUB 123504 del 12 de julio de 2017 donde COLPENSIONES expuso que pese a que se verificó el pago de los períodos  200811 al 200910 con los que consigue las 50 semanas en los últimos 3 años anteriores a la fecha de estructuración de la pérdida de capacidad laboral, dichos períodos  fueron cancelados el 05/01/2017, es decir con posterioridad a la misma, motivo por el cual no era pertinente el reconocimiento de la prestación económica.

(…)

En el caso sub examine, esta Colegiatura no desconoce que el señor Jhon Jairo Osorio Arana es una persona de especial protección por tratarse de alguien que obtuvo más del 50% de pérdida de capacidad laboral y por lo tanto, se entiende que no cuenta con la posibilidad de un ingreso económico por su trabajo. Ahora bien, de acuerdo a la historia laboral del actor, se observa que acreditó un total de 763 semanas cotizadas, de las cuales aproximadamente 65 semanas corresponden a los 3 años anteriores a la fecha de estructuración del PCL, esto es, antes del 18 de mayo de 2010 (Fls 25, 26 y 27) las que aparentemente su empleador FUNDACIÓN VIDA UTIL canceló por los servicios prestados en diciembre 2008 y desde enero 2009 a noviembre de 2009 el 5 de enero de 2017, de acuerdo a los registros de transacción allegados por la apoderada del accionante (Fls. 30 – 35), lo que indica que esas semanas no fueron cotizadas con anterioridad a la fecha de estructuración de su PCL .

De acuerdo a lo anterior, pudo considerarse que era válido el cálculo actuarial, razón por la cual el A quo trató de contactarse con el empleador a través de información recaudada con el accionante y su representante (Fls. 55-57), pues para que pueda aplicarse dicho fenómeno es necesario que el empleador certifique que durante ése período el empleado laboró para él y así obtener el cómputo a pagar que sería diferente a la cotización que debía realizar en ese tiempo.  Sin embargo, el cálculo actuarial es válido para pensiones de vejez, pues de acuerdo al ya referenciado concepto  BZ 2015_4957195 de junio de 2015 cuando se trata de invalidez o sobreviviente no procedería el pago dicho cálculo, pues el empleador es quien debe asumir el pago de las prestaciones en caso de que haber pagado en los períodos correspondientes.

Así las cosas, este Tribunal considera que lo reclamado por el señor Osorio Arana es un derecho de naturaleza prestacional para el que fue concebido un escenario procesal diferente para dirimir esa clase de controversias; por lo tanto, la acción de tutela se torna improcedente.  Es decir, que el debate planteado por la apoderada judicial del actor no es del resorte del juez de tutela, toda vez que a esta instancia le tocaría hacer un análisis profundo sobre la legalidad de la actuación de COLPENSIONES para concluir  si el accionante cumple con los requisitos legales para acceder a la pensión de invalidez según lo dispuesto en la Ley 860 de 2003, siendo ese un juicio para el que tendrá una mejor capacidad de comprensión el juez ordinario.  De tal manera, que a simple vista no se evidencia menoscabo de derechos fundamentales al actor, lo que hace que este mecanismo excepcional no sea el adecuado, tal como lo ha indicado la Corte Constitucional en la Sentencia T-114 de 2000 cuando señaló que: “… para que proceda la acción de tutela cuando se alega violación de un derecho fundamental es preciso que esa situación se presente de bulto ante el juez, que sea protuberante. Por lo tanto, no procederá la acción cuando el juez tenga que adentrarse en disquisiciones y pruebas detalladas tendentes a establecer si un hecho constituye  una vulneración de un derecho fundamental”.    

En este caso en concreto, la Sala concluye, tal como lo hizo la juez de primer grado, que no quedó probado en la foliatura la existencia de una relación laboral entre el accionante y la empresa ALPACA o su intermediario la Asociación Vida Útil durante los períodos dejados de cancelar o si verdaderamente se trata de una omisión en las obligaciones por parte de la Cooperativa APACA, lo cual acarrea consecuencias diferentes, pues lo único cierto es que las semanas con las que el señor Osorio Arana completaría los requerimientos del artículo 1º de la ley 860 de 2003 fueron canceladas con posterioridad a la fecha de estructuración de la pérdida de capacidad laboral, sin que se pueda concluir con ello a qué entidad le asiste el reconocimiento de la pensión reclamada

Así mismo, la Sala considera que no le asiste la razón a la impugnante, quien ahora menciona que la empresa “ALPACA” contrató a sus empleados para la  “Asociación Vida Útil”, incluyendo a su representado, sin que hubieran sido conocedores de tal situación, por lo que los compañeros del señor Osorio Arana procedieron a pagar la deuda de conformidad con el Acuerdo 027 de 1993, información que difiere de la referida a la del escrito introductorio de la demanda de tutela.
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SALA DE DECISIÓN PENAL 

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, quince (15) de noviembre de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.1231
Hora: 10:10 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por La abogada Lida Salazar Rivera, apoderada judicial del señor Jhon Jairo Osorio Arana, en contra del fallo emitido el 4 de octubre de 2017 por el Juzgado 4º Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela donde aparece como accionada COLPENSIONES.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. Señaló la abogada del señor Jhon Jairo Osorio Arana que este cuenta con 48 años de edad y que padece severos problemas de salud como “insuficiencia renal crónica grado 5 (TERMINAL), hipertensión esencial, espondiloartrosis y depresión”, motivo por el cual inició el proceso de pérdida de capacidad laboral, siendo calificado el 28 de febrero de 2012 por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez con una  PCL del 61.77%, estructurada el 18 de marzo de 2010 y de enfermedad común.
Informó que su representado buscó a su antiguo empleador Fundación Vida Útil con el fin de que le cancelara los aportes de pensión que le adeudaba desde el 1º de noviembre de 2008 al 30 de octubre de 2009, lo que hizo efectivo por cuanto dichos períodos ya se encuentran cargados en la historia laboral del señor Osorio Arana.
El 22 de marzo de 2017 el señor Osorio Arana solicitó la pensión de invalidez ante Colpensiones por considerar que reunía los requisitos establecidos en la Ley 860 de 2003, es decir 50% o más de pérdida de capacidad laboral y 50 semanas cotizadas en los tres años anteriores a la fecha de estructuración.
Colpensiones a través de la Resolución Nº SUB 123504 del 12 de julio de 2017, decidió negar el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez al señor Jhon Jairo Osorio Arana por considerar que los pagos realizados por el empleador Fundación Vida Útil fueron posteriores a la fecha de estructuración de la invalidez, decisión que fue apelada con fundamento en que todo empleador moroso tiene la posibilidad de cancelar los aportes a pensión de su empleado según la Ley 100 de 1993 y que fue confirmada mediante la Resolución Nº DIR 13643 del 22 de agosto de 2017 negando  así el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez al accionante.

Señaló que su mandante en los tres años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez cuenta con cotizaciones de los siguientes períodos: desde el 18/03/2007 hasta el 18/03/2010 para un total de 456.96 días que equivalen a 65.28 semanas.  Por lo tanto, consideró que cumple con las exigencias del artículo 39 de la Ley 100 de 1993 para que se le otorgue la pensión de invalidez y con los presupuestos del precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional en diversos pronunciamientos, entre ellos, la Sentencia T-081 de 2017.
Reiteró que si bien es cierto el empleador de su mandante Fundación Vida Útil omitió en principio el pago de los aportes para pensión, también lo es que Colpensiones tampoco realizó las acciones pertinentes para el cobro de las mismas como lo  indica el artículo 24 de la Ley 100 de 1993 por lo que no hay justificación para que Colpensiones negara la pensión de invalidez al señor Osorio Arana.

Consideró que es procedente la acción de tutela por cuanto se trata de una persona en estado de discapacidad, que padece una enfermedad grave como lo es la insuficiencia renal estado 5 terminal, lo que significa que está en su última etapa y solo puede ser controlada por el proceso de hemodiálisis; de tal manera, que no puede ser sometido a un proceso ordinario que puede tardar 3 o 4 años, por lo que existe un perjuicio irremediable aunado a su deplorable su situación económica.
Solicitó que se tutelaran los derechos fundamentales al mínimo vital, dignidad humana, la igualdad y a la seguridad social del señor Jhon Jairo Osorio Arana y en consecuencia se ordenara a Colpensiones reconocer la pensión de invalidez a su favor con base en la ley 860 de 2003 y a partir de su fecha de estructuración correspondiente al retroactivo pensional.

2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas visibles a folios 11 al 52.
2.3. Mediante auto del 21 de septiembre de 2017 el juzgado de primer grado avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y ordenó dar traslado de la misma a COLPENSIONES (Fl. 53).

3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA

3.1. COLPENSIONES 
Consideró que el actor desconoció el carácter subsidiario de la acción de tutela, toda vez que las solicitudes que ha presentado fueron resueltas mediante las resoluciones: i) GNR 69481 del 3 de marzo de 2016 por la cual  se negó la pensión de invalidez y que fue debidamente notificada, ii) la SUB 123504 del 12 de julio de 2017 que resolvió el trámite de solicitud de prestación económica y iii) la DIR 13643 del 22 de agosto  de 2017 por medio de la cual resolvieron el recurso de apelación, agregando que en cada una de ellas se han fundamentado las razones por las cuales se le niega la pretensión al accionante, que de estar en desacuerdo puede acudir a los procedimientos administrativos y judiciales dispuestos para tal fin y no a la tutela que es de naturaleza excepcional y subsidiaria .

Por lo anterior, solicitó se declarara improcedente la acción de tutela (Fls. 58-60) y adjuntó copia de las mencionadas resoluciones (Fls. 62 –76)

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 4 de octubre de 2017 el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, resolvió negar el amparo invocado en favor del señor Jhon Jairo Osorio Arana por considerar, entre otros que “aunque están demostradas las condiciones de salud y afectación al mínimo vital del accionante, ello no es óbice para que se omitan requisitos legales para el reconocimiento de prestaciones sociales, como lo es la pensión de invalidez. Entonces aun cuando el señor Osorio Arana es sujeto de especial protección constitucional, debe acreditar el cumplimiento de los requisitos mínimos para acceder a la prestación deprecada y, si se trata de mora como pretende que se acredite, deberá aportar el material probatorio que permita llegar a esa conclusión”. (Fls. 77-82)
La apoderada del señor Jhon Jairo Osorio Arana fue notificada del fallo de tutela a través del oficio No.2052 del 4 de octubre de 2017, el cual fue enviado por correo electrónico en esa misma fecha (folio 83, frente y vuelto).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 6 de octubre de 2017, la abogada Lida Salazar Rivera en representación del señor Jhon Jairo Osorio Arana radicó un escrito mediante el cual  indicó que la acción impetrada debía proceder de manera definitiva por cuanto se trata de proteger los derechos fundamentales al mínimo vital, dignidad humana, vida, igualdad, salud y seguridad social de su mandante, los cuales han sido vulnerados de forma flagrante por COLPENSIONES

Informó que su representado fue contratado por una empresa intermediaria, es decir la empresa “ALPACA” lo contrató para la “ASOCIACIÓN VIDA ÚTIL” sin que el señor Osorio Arana se enterara
Afirmó que contrario a lo considerado por el A quo, lo que pretende con la acción de tutela es que se dé aplicación de la norma vigente, esto es, que para obtener la pensión solicitada se requiera que tenga 50 semanas cotizadas dentro de los 3 años anteriores a la fecha de estructuración, exigencias que el señor Jhon Jairo Osorio Arana cumple a cabalidad, pues COLPENSIONES no demostró que el empleado no prestó los servicios en Alpaca.
Indicó que debía tenerse en cuenta una situación similar amparada por la Corte Constitucional en la sentencia T-068 del 2017 ya que se busca el amparo de un derecho fundamental que no puede negarse por una apreciación subjetiva, pese a que el accionante cumplió con 760 semanas de cotización al año 2010, fecha de estructuración de la invalidez. (Fls. 84-89).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión de primera instancia se adoptó observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral la providencia, tal como lo solicitó la abogada del accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5.  La seguridad social como derecho constitucional fundamental y su protección por medio de la acción de tutela (SU-060 de 2010):
 “4.- La seguridad social se erige en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la lectura del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”[2]. 

La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues son varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las personas a la seguridad social[3]. El artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos de la Persona afirma que:  “Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”. 
De manera similar, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prescribe:   “Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. (…)”

6.6.  SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
6.6.1. De conformidad con las pruebas que obran en la foliatura, esta Colegiatura advierte que la Junta Nacional de Calificación de Invalidez le otorgó al señor Jhon Jairo Osorio Arana un porcentaje de pérdida de capacidad laboral del 61.77%  con fecha de estructuración el 18/05/2010 (Fls. 12-14); al solicitar el accionante el reconocimiento de la pensión de invalidez, COLPENSIONES negó dicha prestación mediante la Resolución GNR 69481 del 3 de marzo de 2016 por no acreditar el requisito de las 50 semanas cotizadas dentro de los tres (3) años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez, de acuerdo a lo que reposaba en su base de datos. (Fls 62-65). Por lo tanto, el señor Osorio Arana presentó recurso de apelación que fue resuelto mediante la resolución SUB 123504 del 12 de julio de 2017 donde COLPENSIONES expuso que pese a que se verificó el pago de los períodos  200811 al 200910 con los que consigue las 50 semanas en los últimos 3 años anteriores a la fecha de estructuración de la pérdida de capacidad laboral, dichos períodos  fueron cancelados el 05/01/2017, es decir con posterioridad a la misma, motivo por el cual no era pertinente el reconocimiento de la prestación económica (Fls. 18-20).

La apoderada del señor Jhon Jairo Osorio Arana apeló dicha decisión (Fls. 21-24), razón por la cual nuevamente COLPENSIONES se pronunció a través de la resolución DIR 13643 del 22 de agosto de 2017, donde reiteró que pese a que en la historia laboral del afiliado le fueron cotizados los períodos  200811 al 20910 con los que acredita las 50 semanas, pero como dichos períodos  fueron cancelados por la Fundación Vida Útil con posterioridad a la fecha de estructuración, COLPENSIONES no reconoció la prestación reclamada de acuerdo al concepto  BZ 2015_4957195 de junio de 2015 emitido por esa entidad (Fls. 25-29), donde se determina el tema con respecto al cálculo actuarial por omisión de afiliación en los riesgos de indemnización de invalidez y sobrevivientes, así (folio 28):

“I. El cálculo actuarial por omisión de afiliación se genera cuando el empleador incumplió sus obligaciones laborales de afiliar y cotizar al sistema General de Pensiones por sus trabajadores el cual permite cubrir los riesgos de vejez, invalidez y muerte, siempre y cuando estos dos últimos no se hayan generado a la fecha a la fecha de liquidación y cobro del cálculo.
II. Ocurridos los siniestros de invalidez y sobrevivientes NO procede el pago del cálculo actuarial y por lo tanto, el empleador deberá asumir el pago de las prestaciones generadas por estas contingencias si por los períodos  omitidos, Colpensiones niega el reconocimiento de las respectivas pensiones.
III. El empleador puede transferir su responsabilidad de reconocimiento y pago de las pensiones de invalidez y sobreviviente asumidas por su omisión de afiliar a sus trabajadores al Sistema General de Pensiones a través de la figura de la conmutación pensional.

IV. De forma excepcional, procede la elaboración del cálculo actuarial para los riesgos de invalidez o muerte, cuando exista una orden judicial que ordene la liquidación y cobro del cálculo”
 
6.6.2. En el caso sub examine, esta Colegiatura no desconoce que el señor Jhon Jairo Osorio Arana es una persona de especial protección por tratarse de alguien que obtuvo más del 50% de pérdida de capacidad laboral y por lo tanto, se entiende que no cuenta con la posibilidad de un ingreso económico por su trabajo. Ahora bien, de acuerdo a la historia laboral del actor, se observa que acreditó un total de 763 semanas cotizadas, de las cuales aproximadamente 65 semanas corresponden a los 3 años anteriores a la fecha de estructuración del PCL, esto es, antes del 18 de mayo de 2010 (Fls 25, 26 y 27) las que aparentemente su empleador FUNDACIÓN VIDA UTIL canceló por los servicios prestados en diciembre 2008 y desde enero 2009 a noviembre de 2009 el 5 de enero de 2017, de acuerdo a los registros de transacción allegados por la apoderada del accionante (Fls. 30 – 35), lo que indica que esas semanas no fueron cotizadas con anterioridad a la fecha de estructuración de su PCL .

6.6.3. De acuerdo a lo anterior, pudo considerarse que era válido el cálculo actuarial, razón por la cual el A quo trató de contactarse con el empleador a través de información recaudada con el accionante y su representante (Fls. 55-57), pues para que pueda aplicarse dicho fenómeno es necesario que el empleador certifique que durante ése período el empleado laboró para él y así obtener el cómputo a pagar que sería diferente a la cotización que debía realizar en ese tiempo.  Sin embargo, el cálculo actuarial es válido para pensiones de vejez, pues de acuerdo al ya referenciado concepto  BZ 2015_4957195 de junio de 2015 cuando se trata de invalidez o sobreviviente no procedería el pago dicho cálculo, pues el empleador es quien debe asumir el pago de las prestaciones en caso de que haber pagado en los períodos correspondientes.
6.6.4. Así las cosas, este Tribunal considera que lo reclamado por el señor Osorio Arana es un derecho de naturaleza prestacional para el que fue concebido un escenario procesal diferente para dirimir esa clase de controversias; por lo tanto, la acción de tutela se torna improcedente.  Es decir, que el debate planteado por la apoderada judicial del actor no es del resorte del juez de tutela, toda vez que a esta instancia le tocaría hacer un análisis profundo sobre la legalidad de la actuación de COLPENSIONES para concluir  si el accionante cumple con los requisitos legales para acceder a la pensión de invalidez según lo dispuesto en la Ley 860 de 2003, siendo ese un juicio para el que tendrá una mejor capacidad de comprensión el juez ordinario.  De tal manera, que a simple vista no se evidencia menoscabo de derechos fundamentales al actor, lo que hace que este mecanismo excepcional no sea el adecuado, tal como lo ha indicado la Corte Constitucional en la Sentencia T-114 de 2000 cuando señaló que: “… para que proceda la acción de tutela cuando se alega violación de un derecho fundamental es preciso que esa situación se presente de bulto ante el juez, que sea protuberante. Por lo tanto, no procederá la acción cuando el juez tenga que adentrarse en disquisiciones y pruebas detalladas tendentes a establecer si un hecho constituye  una vulneración de un derecho fundamental”.    
6.6.5.  En este caso en concreto, la Sala concluye, tal como lo hizo la juez de primer grado, que no quedó probado en la foliatura la existencia de una relación laboral entre el accionante y la empresa ALPACA o su intermediario la Asociación Vida Útil durante los períodos dejados de cancelar o si verdaderamente se trata de una omisión en las obligaciones por parte de la Cooperativa APACA, lo cual acarrea consecuencias diferentes, pues lo único cierto es que las semanas con las que el señor Osorio Arana completaría los requerimientos del artículo 1º de la ley 860 de 2003 fueron canceladas con posterioridad a la fecha de estructuración de la pérdida de capacidad laboral, sin que se pueda concluir con ello a qué entidad le asiste el reconocimiento de la pensión reclamada

6.6.6. Así mismo, la Sala considera que no le asiste la razón a la impugnante, quien ahora menciona que la empresa “ALPACA” contrató a sus empleados para la  “Asociación Vida Útil”, incluyendo a su representado, sin que hubieran sido conocedores de tal situación, por lo que los compañeros del señor Osorio Arana procedieron a pagar la deuda de conformidad con el Acuerdo 027 de 1993, información que difiere de la referida a la del escrito introductorio de la demanda de tutela.
6.6.6. Por otro lado, ante las exposiciones hechas por la apoderada del accionante basada en la sentencia T 068 de 2017, es necesario aclarar que los hechos de esta divergen de la situación bajo estudio, pues en ésa se pretende acudir a la condición más beneficiosa, es decir se  diera aplicación a la normatividad inmediatamente anterior para la obtención de una prestación pensional y no que se tuvieran en cuenta las semanas pagadas con posterioridad a la fecha de estructuración de pérdida de capacidad laboral por posible incumplimiento del empleador, como se da en el caso actual.

6.6.8. Por lo discurrido y con fundamento en lo dispuesto en el artículo 6º del Decreto 2591 de 1992,  esta Colegiatura concluye que no procede la acción de tutela por la existencia de mecanismos judiciales óptimos para debatir un litigio de índole laboral y pensional, donde el accionante pueda allegar las pruebas que considere pertinentes y en un tiempo considerable para que el encargado judicial realice una investigación exhaustiva.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala de decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 4 de octubre de 2017 por el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por la apoderada judicial del señor Jhon Jairo Osorio Arana en contra de Colpensiones.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Folio 75, subrayas en el texto
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